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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 823/2023

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********************.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, COMO AUTORIDAD ORDENADORA; Y A ISMAEL PARREÑO MARTÍNEZ INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN. 

	MAGISTRADA: LIC. MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.

SECRETARIO: LIC. JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.

COLABORO: LIC. JOSÉ DE JESUS GUERRERO ANGUIANO


San Luis Potosí, San Luis Potosí, cuatro de marzo de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver los autos del expediente 823/2023, promovido por ******************************.; y,
R E S U L T A N D O

I.- Demanda. Por escrito recibido el veintidós de noviembre de dos mil veintiuno, en de Juicio Contenciosos Administrativo, compareció *********************., por conducto de su representante legal ************************, a fin de demandar al Director General de Gobernación de la Secretaria General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como autoridad ordenadora; y al Inspector *********************, Adscrito a la Dirección General de Gobernación; por la nulidad de:  
“1.- La resolución de fecha 28 de Junio de 2022, en la que se condena a mi Representada, al pago de multa por ************ UMAS, supuestamente por no tener licencia de venta de bebidas  alcohólicas; en relación a la inspección número ****************** supuestamente de fecha 21 de Junio de 2022, en ******************, en el domicilio ubicado supuestamente en ********************* en el municipio de Santa María del Río, S.L.P.”

“2.- La Orden de visita e inspección número *********************, emitida por la demandada, sin fecha cierta de emisión; y la ilegal…”

“3.- El Acta circunstanciada número *****************, elaborada por el Inspector demandado, por falta de la debida circunstancia que debe contener la misma por narrar hechos falsos y que no le constaron, realizando una diligencia ilegal.”

II.- Trámite del juicio. Por auto de cinco de  septiembre de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación, y se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció. Enseguida el trece de octubre del año en cita se admitió a las autoridades su contestación, así como a las partes las pruebas que resultaron pertinentes, y en dicho proveido se fijaron las once horas del ocho de noviembre de dos mil veintidós. Posteriormente la demandante solcito, el veintiocho de octubre, la medida cautelar consistente en la suspensión del cobro del acto reclamado la que le fue concedida por auto de cuatro de noviembre de dos mil veintidós;  medida cautelar respecto de la cual la enjuiciada insto recurso de reclamación, mismo que quedo citado para resolver a través del proveido de siete de diciembre de la citada anualidad.  
III.- En la fecha y hora señalada tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, únicamente con la asistencia del delegado de las autoridades. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas admitidas a las partes las que se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar; y en período de alegatos se dio cuneta con los ocursos de las partes en que formularon, respectivamente, sus alegatos; y finalmente, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, se citó para resolver. 

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se procede al estudio de la personalidad y legitimación de las partes; en este sentido, la personalidad de C. Laura Almendra Benítez Cárdenas, como representante legal de la persona moral denominada ********************* hoy actora, está demostrado con el instrumento público número trece mil seiscientos cuarenta y tres del Libro trescientos sesenta y ocho, pasada ante la fe del Notario Público No. 250, con ejercicio en la Ciudad de México, -fojas 9 a 18-; y el interés jurídico de la accionante se desprende del acto impugnado, dirigido a la persona moral denominada #Agencia Modelo Santa María”, propiedad de “********************* –visible a fojas 19 a 31-; tocante a la autoridad demandada, José Concepción Gallardo Martínez, demostró su carácter como Director General de Gobernación en el estado de San Luis Potosí, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 al exhibir copia certificada de su nombramiento (Visible a fojas 60 y 61).  

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad se presentó dentro del plazo de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso c, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que dispone que: “el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata...”, entonces, si en el presente asunto la actora refiere que los controvertidos actos los días veintiuno de junio –orden de visita- y el once de julio del dos mil veintidós –resolución-, quien ingreso su demanda en este Tribunal el siguiente treinta de agosto del citado año; entonces es claro que se encuentra dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio; sin soslayar que respeto de la notificación en cita no hubo controversia por parte de la demandada; ello descontando los días inhábiles para las funciones de este tribunal, acorde con lo dispuesto en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado.  

CUARTO.- Existencia de la Resolución impugnada. En el presente asunto la parte actora controvierte: “La resolución de fecha 28 de Junio de 2022, en la que se le impone una multa por ********** UMAS, por no tener licencia de venta de bebidas alcohólicas, en relación a la inspección número ****************** de 21 de Junio de 2022, en el establecimiento denominado “********************; La Orden de visita e inspección número ********************; y el Acta circunstanciada número *********************, elaborada por el Inspector demandado; cuya existencia queda plenamente demostrada con la copia certificada de tales actos mismo que agrego la acciónate a su escrito de demanda, supralineas valoradas –visibles a fojas 19 a31-; y que además se corrobora por la demandada en vía de confesión expresa, 
 toda vez que al formular su contestación de demanda reconoce la emisión de los referidos actos, respecto de los cuales se precisa que la materia de disenso en el presente juicio contencioso administrativo, estriba en dilucidar  su legalidad o ilegalidad. 
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 vuelta a la 08 frente del sumario; los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio de Fondo. A juicio de la suscrita Magistrada de, un apartado del primer concepto de impugnación que esgrime la actora en su demanda, resulta fundado y suficiente para conceder la anulación del acto impugnado, sirviendo de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial:

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). 
 El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

En ese sentido se tiene que la actora manifiesta que la orden de visita es ilegal por no contar con fecha cierta de emisión, al haberse puesto tal dato de puño y letra, en un espacio en blanco, infringiendo lo dispuesto en el artículo 36, fracciones I y II, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, provocándole falta de certeza y seguridad jurídica de contar el inspector designado para su práctica con la instrucción de acudir a inspeccionar la negociación de su propiedad, cuando uno de los requisitos previstos en aquella primera fracción indicada, era que la orden no contara con espacios en blanco y, además, que tuviera fecha cierta para llevar a cabo la inspección. 

Como se anticipó, resulta fundado el concepto de impugnación que se analiza, toda vez que las ordenes de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación contenida en los oficios número ******************, fue emitida de manera ilegal, ya que para que exista plena certeza de que el contenido completo de una orden de visita ha sido elaborado por quien la suscribe, debe estar confeccionada de su puño y letra o, en su defecto, el contenido que preceda a la firma debe ser uniforme, de tal suerte que no haya lugar a duda de que la autoridad competente tenía pleno conocimiento del acto de molestia que suscribió. 

De donde, si la orden de visita tiene espacios en blanco que fueron llenados a mano, en la que basta la simple lectura para conocer que la fecha de su expedición fue llenada de puño y letra en una parte, y con diversa tipografía que la del resto del documento –visible a foja 20-, deja en incertidumbre al particular afectado, quien no tiene la certeza de que dichos vacíos hayan sido llenados por la misma persona que suscribió la orden, ya que lo anterior contrasta con las letras de impresión del resto del formato de la orden. 
De ahí que, si la competencia de una autoridad es una condición indispensable del acto de molestia, protegida a nivel constitucional y sobre la cual no debe existir interrogante alguna, dicha omisión contraviene los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 36, fracciones I y II, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.

Resulta aplicable al caso la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 44/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el registro digital: 188560 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que en su rubro y contenido señala:
“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”

Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación en estudio, mismo que demuestra que la orden de visita de inspección que se analizan, se emitió de manera ilegal; con sustento en lo dispuesto en el artículo 250, fracción II, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede decretar la NULIDAD TOTAL de la orden de visita del expediente con número **********************, y en vía de consecuencia también la nulidad total de los actos que se sustentan y derivan de la misma, como lo son las actas de visita de inspección de veintiuno de junio de dos mil veintiuno; así como de la resolución determinante de la multa impugnada emitida el día veintiocho de junio de dos mil veintidós, al ser producto de un acto viciado de origen. 

Como apoyo a lo anterior, resultan aplicables los criterios citados en las siguientes Jurisprudencias. 

"ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto a diligenciar de Ia autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarán prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables par quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma participes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal."

“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal.”
 

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que cancele los registros inherentes a la multa impuesta.

En atención al resultado al que se llegó, se hace innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.”
  

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250, fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado, consistente en las orden de visita número ***************** y por ende, en vía de consecuencia, y en vía de consecuencia también la nulidad total de los actos que se sustentan y derivan de la misma, como lo son las actas de visita de inspección de veintiuno de junio de dos mil veintiuno; así como de la resolución determinante de la multa impugnada emitida el día veintiocho de junio de dos mil veintidós; de acuerdo a los razonamientos precisados en la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese Personalmente. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí

� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� ARTÍCULO 78. Sólo se tomará en cuenta la confesión de las partes cuando se encuentre contenida en sus escritos de demanda y de contestación, de ampliación de demanda y de contestación a la misma; así como las reglas de la confesional, cuando sean necesarias para el desahogo de otras probanzas. 


ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Registro digital: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Agosto de 2009, página 1275, Tipo: Jurisprudencia


� Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 188560. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional, administrativa. Tesis: 2a./J. 44/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 369. Tipo: Jurisprudencia.


� Séptima Época, Tomo VI, Tesis 565, página 376:


� Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753.


� Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743
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